Radicación: 660013109006-2020-00011-01

Accionante: Hoover Arturo López 

Accionado: Colpensiones 

Decisión: Revoca y niega


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / CALIFICACIÓN PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL / SOLICITUD INCOMPLETA / DEBER DEL SOLICITANTE DE ALLEGAR DOCUMENTOS O EXÁMENES MÉDICOS ADICIONALES / DESISTIMIENTO TÁCITO DE LA PETICIÓN EN CASO DE NO HACERLO.
el interés de la parte accionante consiste en que Colpensiones proceda a emitir el dictamen de PCL, como resultado de la calificación que se le hiciera por el médico encargado el 19 de julio de 2019. No obstante, el accionante debe tener en cuenta que si la entidad que acciona no ha emitido el dictamen del PCL correspondiente, se debe a que no cuenta con toda la información médica necesaria para poder expedir un dictamen completo e integral, como lo exige la norma. 

Al respecto ha dicho la Corte Constitucional: 

“…6.8. El segundo parámetro establece que la valoración para determinar el estado de salud de la persona sea completa e integral; lo anterior implica el deber de las juntas de realizar un examen físico y el estudio de la historia clínica del paciente (artículo. 28 Decreto 2463 de 2001)…
“…Cuando se presenten solicitudes incompletas, las Juntas tienen la obligación de indicar al peticionario cuáles son los documentos faltantes, para que éstos completen la información. Si una vez iniciado el estudio se evidencia la ausencia de documentos, la Junta deberá requerirlos por escrito a quien se encuentre en la posibilidad de aportarlos o al peticionario.” (…)
… el inciso 3º del artículo en cita refiere que si en el mencionado término el peticionario no completa su solicitud, conforme con lo requerido por la autoridad competente, se entenderá que tácitamente desistió de su petición…
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la Directora de la Dirección de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES, en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira el 14 de febrero de 2020, mediante el cual tuteló el derecho fundamental a la seguridad social del señor HOOVER ARTURO LÓPEZ CALVO. 

ANTECEDENTES:

Se tienen como relevantes los siguientes: 

· El señor López Calvo presentó ante Colpensiones el 29 de marzo de 2019 un derecho de petición, encaminado a que se le hiciera una valoración médico laboral para conocer el porcentaje de su PCL. 
· El 19 de julio de 2019 fue valorado por el área de Medicina Laboral de Colpensiones.

· A la fecha de interposición de la tutela no había recibido informe sobre el resultado de dicha valoración.
TRÁMITE Y SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:

El Juzgado de primera instancia admitió la acción mediante auto del 31 de enero de 2020, por medio del cual ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a Colpensiones para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción.
Dentro del término de traslado, la entidad demandada guardó silencio. 

El Ministerio Público, representado por la Dra. Sandra Milena Solano Guerrero, Procuradora Judicial Penal I-231, emitió concepto en el que pidió que se acceda a las pretensiones del accionante, toda vez que el término con el que contaba Colpensiones para proferir el dictamen de PCL se encuentra superado, a lo que se debe aunar que dicha entidad no presentó ningún tipo de justificación de la dilación en que ha incurrido en el asunto del señor Hoover Arturo.
Una vez analizada la situación fáctica planteada, el Cognoscente profirió sentencia en las calendas del 14 de febrero hogaño, mediante la cual decidió tutelar el derecho fundamental a la seguridad social del señor Hoover Arturo López Calvo, al darle aplicación a la presunción de veracidad de que trata el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991.
Así las cosas, el A Quo le ordenó a Colpensiones que en el término de 10 días, contados a partir de la notificación de esa decisión realizara los trámites administrativos necesarios para emitir y entregar el dictamen de PCL del accionante.
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:

Inconforme con esa decisión, la directora de la Dirección de Acciones Constitucionales de Colpensiones presentó dentro del término legalmente previsto un escrito de impugnación, en dicho memorial argumentó que desde el 19 de julio de 2019 se le había pedido al accionante que allegara información complementaria para poder emitir el dictamen de invalidez, aunado a lo cual el trámite se encuentra cerrado, toda vez que se dio aplicación a la figura del desistimiento tácito consagrado en el artículo 17 de la Ley 1755 de 2015. De igual manera resaltó que en el presente asunto no se cumple el presupuesto de subsidiariedad para la procedencia de la tutela.
Pidió que se revoque la decisión de primer grado, y en su lugar se declare su improcedencia.  
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y Decreto 1983 de 2017.

2. Problema jurídico: 

Acorde con los argumentos de disenso presentados por Colpensiones en su recurso de impugnación, debe determinar la Sala si hay lugar a revocar la decisión de primer grado, por constatar que dicha entidad no vulneró los derechos fundamentales reclamados.
3. Solución: 

La Constitución Nacional consagró la acción de tutela en su artículo 86, como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los Jueces en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  

En el caso bajo estudio, tenemos que el interés de la parte accionante consiste en que Colpensiones proceda a emitir el dictamen de PCL, como resultado de la calificación que se le hiciera por el médico encargado el 19 de julio de 2019. No obstante, el accionante debe tener en cuenta que si la entidad que acciona no ha emitido el dictamen del PCL correspondiente, se debe a que no cuenta con toda la información médica necesaria para poder expedir un dictamen completo e integral, como lo exige la norma. 

Al respecto ha dicho la Corte Constitucional: 

“…6.8. El segundo parámetro establece que la valoración para determinar el estado de salud de la persona sea completa e integral; lo anterior implica el deber de las juntas de realizar un examen físico y el estudio de la historia clínica del paciente (artículo. 28 Decreto 2463 de 2001).

6.9. Las EPS, las AFP o los beneficiarios, según corresponda, deben aportar la historia clínica, los exámenes diagnósticos, evaluaciones técnicas y demás relevantes; la certificación sobre el proceso de rehabilitación integral, cuando haya lugar; y los certificados de cargos y labores, cuando se requiera (Artículo 25 a del Decreto 2463 de 2001). Cuando se presenten solicitudes incompletas, las Juntas tienen la obligación de indicar al peticionario cuáles son los documentos faltantes, para que éstos completen la información. Si una vez iniciado el estudio se evidencia la ausencia de documentos, la Junta deberá requerirlos por escrito a quien se encuentre en la posibilidad de aportarlos o al peticionario.

6.10. Cuando el dictamen haya sido emitido sin tener todos los documentos necesarios, el interesado podrá posteriormente presentar una nueva solicitud, evento en el cual se iniciará nuevamente el trámite (Artículo 26 del Decreto 2463 de 2001).”

En consonancia con lo anterior, debemos recordar que la exigencia de Colpensiones de allegar informes médicos complementarios, siempre y cuando lo haga en un término razonable, no es desproporcionada o arbitraria, pues la administradora de pensiones actuó conforme a lo consagrado en el artículo 17 de la Ley 1755 de 2017 “por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”:   

“PETICIONES INCOMPLETAS Y DESISTIMIENTO TÁCITO. En virtud del principio de eficacia, cuando la autoridad constate que una petición ya radicada está incompleta o que el peticionario deba realizar una gestión de trámite a su cargo, necesaria para adoptar una decisión de fondo, y que la actuación pueda continuar sin oponerse a la ley, requerirá al peticionario dentro de los diez (10) días siguientes a la fecha de radicación para que la complete en el término máximo de un (1) mes.

A partir del día siguiente en que el interesado aporte los documentos o informes requeridos, se reactivará el término para resolver la petición.”
De igual modo, vemos como el inciso 3º del artículo en cita refiere que si en el mencionado término el peticionario no completa su solicitud, conforme con lo requerido por la autoridad competente, se entenderá que tácitamente desistió de su petición, léase: 

“Se entenderá que el peticionario ha desistido de su solicitud o de la actuación cuando no satisfaga el requerimiento, salvo que antes de vencer el plazo concedido solicite prórroga hasta por un término igual.

Vencidos los términos establecidos en este artículo, sin que el peticionario haya cumplido el requerimiento, la autoridad decretará el desistimiento y el archivo del expediente, mediante acto administrativo motivado, que se notificará personalmente, contra el cual únicamente procede recurso de reposición, sin perjuicio de que la respectiva solicitud pueda ser nuevamente presentada con el lleno de los requisitos legales.”

Como viene de verse, Colpensiones con su impugnación pudo demostrar que no está dilatando de manera injustificada la solicitud de calificación de invalidez presentada por el señor Hoover Arturo, sino que por el contrario está dando cumplimiento al conducto regular establecido por la ley para ese tipo de asuntos en que la información necesaria para adoptar una decisión de fondo se encuentra incompleta, y en ese sentido, se resalta que el accionante fue valorado el 19 de julio de 2019, siendo requerido por Colpensiones para allegar información complementaria el 26 de julio de 2019. 

Es de anotar que si bien esta Sala de Decisión ha concedido la petición de amparo en asuntos similares al que hoy nos ocupa, ello se ha debido a que en el devenir de la actuación se ha logrado avizorar el posible interés por parte de Colpensiones en dilatar la emisión del dictamen de PCL, por exigir de manera reiterativa documentos que ya reposan en esa entidad, como la historia clínica actualizada, lo cual no ocurre en este caso, pues vemos que al actor se le está pidiendo la práctica de unos exámenes que el evaluador consideró necesarios para poder emitir un dictamen completo e integral que abarque todas las patologías que aquejan al paciente, lo que probablemente aumentaría las probabilidades de lograr un porcentaje de invalidez superior al que resultaría si dichas enfermedades no fueran tenidas en cuenta, y además garantizaría un dictamen que se ajuste a la realidad del accionante, a su vez, impediría que en el futuro dicho ciudadano se viera en la necesidad de impetrar nuevas acciones porque el dictamen no abarcó todas sus enfermedades. 

Bajo tales circunstancias, es evidente que este Juez constitucional no tiene a su alcance ninguna prueba o fundamento que deje entrever la vulneración que supuestamente ha generado Colpensiones a los derechos fundamentales del accionante.

Acorde con lo dicho hasta ahora, la presente acción constitucional resulta improcedente, tal como lo ha señalado el Órgano de Cierre en materia Constitucional, en asuntos como el que hoy nos ocupa:

“(…) En el mismo sentido lo han expresado sentencias como la SU-975 de 2003 o la T-883 de 2008, al afirmar que “partiendo de una interpretación sistemática, tanto de la Constitución, como de los artículos 5º y 6º del [Decreto 2591 de 1991], se deduce que la acción u omisión cometida por los particulares o por la autoridad pública que vulnere o amenace los derechos fundamentales es un requisito lógico-jurídico para la procedencia de la acción tuitiva de derechos fundamentales (...) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”, ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”.   

Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”. 

Así pues, cuando el juez constitucional no encuentre ninguna conducta atribuible al accionado respecto de la cual se pueda determinar la presunta amenaza o violación de un derecho fundamental, debe declarar la improcedencia de la acción de tutela.”

Son suficientes los argumentos expuestos, para decir que no existe conducta alguna vulneradora de los derechos fundamentales invocados por la parte accionante que le sea atribuible a Colpensiones, por tanto la decisión de primer nivel se habrá de revocar.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la sentencia de tutela proferida por el Juzgado 6º Penal del Circuito de esta ciudad, con ocasión de la acción de tutela promovida por el señor HOOVER ARTURO LÓPEZ CALVO en contra de COLPENSIONES, para en su lugar, DECLARARLA IMPROCEDENTE.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, sentencia T-130 de 2014, M.P. Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez. 
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